
CONSIDERACIONES DEL STRM SOBRE EL DICTAMEN DE LAS 
COMISIONES UNIDAS, SOBRE LA INICIATIVA DE LA LEY EN MATERIA DE 
TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. 
  
Agradezco a las Comisiones Unidas de Radio, Televisión y Cinematografía, así 
como las comisiones de Telecomunicaciones y Transportes y de Estudios 
Legislativos, la apertura para participar en este evento y transmitir nuestras 
opiniones sobre esta importante iniciativa de ley, la cual tendrá que redundar en 
que México cuente con las herramientas adecuadas para poder instrumentar 
políticas públicas dentro de un marco legal que impulsen el avance en este 
importante sector de la economía, cuyas repercusiones deberán de determinar 
un nuevo papel del Estado y disminuir las asimetrías y desigualdades que 
existen en amplios sectores de la población que hasta el momento no tienen 
acceso a las posibilidades que brinda la digitalización. 

Así mismo, es una gran responsabilidad como integrante del STRM, de 
participar en estas mesas de discusión, ya que, desde nuestro punto de vista, 
estamos abandonando una concepción neoliberal en la política regulatoria, que 
se impuso desde el 2014 y que determinó un desarrollo insuficiente de las 
telecomunicaciones, muy por debajo de las necesidades del país para alcanzar 
un desarrollo sectorial que cubriera los requerimientos básicos de la población, a 
pesar de que durante esta etapa se trató de justificar a toda costa la 
implementación de políticas de mercado y de un supuesto piso parejo, para 
lograr niveles de competencia entre operadores, cuyo único interés fue el de la 
mayor ganancia, sin ninguna responsabilidad social ni con el país ni con la 
posibilidad de construir un ambiente de creciente asimilación y cambio 
tecnológico, lo que supondría la articulación de la digitalización de la economía 
con el resto de los sectores y de las actividades productivas del país. 

Esta ley creó una compleja y tortuosa regulación asimétrica que estableció como 
eje central de su política: La protección a las empresas transnacionales y a las 
televisoras, sobre la base de este hecho, ya que la preponderancia no existía en 
ninguna regulacion del mundo y que fue aplicado de manera poco sustentada, lo 
que conllevo a un desarrollo de la infraestructura con menores alicientes y 
condiciones para lograr una inclusión digital para la gran mayoría de la 
población, sobretodo aquella con menores ingresos y en zonas de difícil acceso. 



Por otra parte, lo anterior ha significado el no alcanzar una competencia efectiva 
de los operadores y ha generado fallas en el mercado, lo cual ha desalentado la 
inversión en el sector, el cual requiere una creciente cantidad de recursos para 
incrementar la infraestructura y así poder lograr una mayor modernización, 
conectividad  y cobertura en todo el país. 

Considero necesario subrayar en esta parte de mi intervención, lo que ha 
mencionado un experto en Tecnologías de la comunicación Crisanto Plaza en su 
libro “La regulación tecnológica: la era digital en Europa” en el cual afirma que “la 
regulación exante, si no tiene una temporalidad, terminará por quebrar al 
operador incumbente y los otros terminaran convirtiéndose en operadores 
perezosos…” Recuperó esta afirmación, porque esta situación se ajusta 
actualmente a nuestro país y con ella no se beneficia a los usuarios, solamente 
propicia la falta de inversión, innovación y el despliegue de redes de nueva 
generación. Lamentablemente, ese vaticinio ha terminado por cumplirse en el 
caso de México, pues Telmex que fue designado agente económico 
preponderante, según la legislación actual, se ha vuelto desafortunadamente 
conservador respecto a su política de inversiones, lo que se refleja incluso en la 
formación y capacitación de recursos humanos. En tanto que sus competidores 
literalmente no invierten, pues se benefician de las ventajas que les ofrece la 
actual regulación asimétrica. 

De esta manera, a pesar de las regulaciones adversas, se ha mantenido el 
esfuerzo de los telefonistas, para continuar la digitalización de sus servicios, 
gracias a lo cual, actualmente Telmex cuenta con la red de fibra óptica más 
importante y extensa del país, aun con el restringido avance de la inversión para 
la infraestructura, con las consecuencias en las limitaciones respecto a la 
cobertura y oferta de servicios. Adicionalmente, el consorcio manifiesta que sus 
finanzas han experimentado un severo deterioro, lo que ha intensificado las  
presiones de América Móvil hacia Telmex para reducir costos y eliminar diversos 
derechos laborales. 

Por otra parte, la falta de responsabilidad social de los demás operadores 
sumados a la ausencia de inversión, ha dado lugar a que más de 30 millones de 
mexicanas y mexicanos se queden al margen de las tecnologías de la 
comunicación y la información, con lo que se incumple el artículo 6to de nuestra 
carta magna. 



Como puede verse, la aplicación de la regulación asimétrica que va vinculada al 
concepto de preponderancia ha sido contraproducente para todo el sector de 
telecomunicaciones y, de hecho, esta regulación no tiene una justificación 
jurídica y técnica de ser actualmente, ya que Telmex se encuentra por debajo del 
40% de participación de mercado. 

Quiero hacer énfasis sobre el momento que vive el sector de las 
telecomunicaciones y la radiodifusión y la trascendencia que existe en este 
momento sobre la regulación del mundo digital, actualmente el sector y los 
operadores que prestan los servicios se encuentran en el centro de un cambio 
con una incesante innovación y transformación, lo que conlleva también a la 
disputa de los usuarios y los espacios de mercado.  

No podemos dejar de ver que las grandes empresas multinacionales se 
encuentran en estos momentos considerando a nuestro país como uno de los 
espacios deseados para su expansión. A pesar de las prácticas proteccionistas 
de sus países de origen. La regulación tendrá que tomar en cuenta estos 
aspectos, donde puede impulsar el desarrollo o puede inhibirlo. Una parte del 
problema es la preponderancia, en donde el esfuerzo regulatorio se volcó en 
inhibir el despliegue de infraestructura para conectar a más mexicanos y 
mexicanos, al regular por sector y no por servicio. 

Todas estas medidas siguen siendo aplicadas de manera indefinida en perjuicio 
de todos los servicios que se brindan en el sector, los trabajadores no pretenden 
volver al monopolio, sino romper con todas las limitaciones que existen en este 
momento, para lograr una mayor cobertura y conectividad. 

Por otra parte queremos subrayar que todas estas medidas instrumentadas por 
la autoridad regulatoria, ahora ya sustituida, permitió a los operadores entrantes 
costos a la baja, sin que estas facilidades se tradujeran de manera significativa 
en un despliegue, modernización y cobertura existente. Desafortunadamente 
estos operadores mantienen la política de descremar el mercado, obtener la 
mayor ganancia posible y dedicarse a los sectores urbanos y de alto consumo, 
abandonando a los usuarios de bajos ingresos en zonas urbanas y rurales 
aisladas y con bajo consumo. 

La política regulatoria que se ha implementado desde el año 2014, ha sido un 
freno a la inversión en el sector, causada por una limitada política pública digital 
institucional, que contemple e instrumente sus acciones, a favor de la población 



que tiene necesidades más urgentes y que demandan más facilidades en el 
acceso a los servicios digitales, así como una mayor conectividad. 

Se debe enfatizar la necesidad de construir un política digital, que vaya más allá 
de la competencia económica y el mercado como satisfactor, que si garantice 
herramientas jurídicas y técnicas eficientes que se enfoquen en la inclusión 
digital de esos 30 millones de personas que no cuentan accesos a las TIC por 
falta de infraestructura, al mismo tiempo en que, se les den a los operadores de 
telecomunicaciones, obligaciones sociales y mayor innovación tecnológica que 
les impulsen a invertir a crecer su infraestructura y con ello, generar una mayor 
conectividad.   

El plan México promovido por la presidenta Claudia Sheinbaum exige una 
respuesta y un compromiso de todos los operadores del sector de las 
telecomunicaciones y radiodifusión, para poder llevar a todos los rincones del 
país comunicaciones digitales modernas que permitan la integración económica, 
educativa y del adecuado uso de las tecnologías de la información así como de 
la Inteligencia artificial aplicada al desarrollo social y productivo del país. 
  

  
 


